C.C.A.S.M. Expte. Nro. 1810-SI "ASOCIACION CIVIL PRO VTE. LOPEZ C/ MUNICIPALIDAD DE VICENTE LOPEZ S/ AMPARO "

Expte. Nro. 1810-SI 


En la ciudad de General San Martín, a los _1_ días del mes de octubre de 2009  se reúnen en acuerdo ordinario los jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Hugo Jorge Echarri, Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin, para dictar sentencia en la causa Nº 1810-SI, caratulada "ASOCIACION CIVIL PRO VTE. LOPEZ C/ MUNICIPALIDAD DE VICENTE LOPEZ S/ AMPARO".  


       A N T E C E D E N T E S

I.-  El 3 de setiembre de 2009 la Asociación Civil Pro Vicente López promovió una acción de amparo contra la Municipalidad de Vicente López a fin de que se declare la nulidad del decreto nº 5.112/08, que promulga la ordenanza nº 27.350 y establece un procedimiento de contratación directa para la concesión por 40 años en la zona de la ribera —pertenciente al dominio público provincial— a la Empresa Ribera Desarrollos S.A.  Asimismo, solicitó que se ordene al municipio la recuperación de las fracciones entregadas y se libere al uso público esa zona mediante una adecuada parquización.  Finalmente, peticionó una medida cautelar de no innovar respecto de la situación patrimonial de las parcelas involucradas, así como la suspensión de los actos administrativos cuestionados (fs. 1/23).

II.-  El 8 de setiembre de 2009 la magistrado titular del Juzgado de Garantías del Joven nº 2 de San Isidro  rechazó in limine la acción.  Para así decidir, entendió —en lo sustancial— que no se agotaron las vías administrativas.  Asimismo, señaló que no se encontraba acreditado el daño grave e irreparable que le ocasionaría la tramitación de las otras vías ordinarias, ni el carácter manifiesto de la ilegalidad o arbitrariedad denunciada (fs. 55/60).

III.-  Contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de apelación.  Al formular los agravios, destacó la existencia de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, reiterando los vicios de los actos cuestionados.  Asimismo, justificó la urgencia en la inminente entrega de los terrenos del dominio público, donde se efectuarán obras de gran envergadura y de carácter permanente.  Por último, sostuvo que el amparo no exige el agotamiento de la vía administrativa (fs. 63/69).

IV.-  El recurso fue concedido (fs. 70), encontrándose los autos en estado de resolver (fs. 72).

C U E S T I O N E S

El Tribunal estableció la siguiente cuestión, habiéndose determinando el orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Jorge Augusto Saulquin, Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri:

1)  ¿Se ajusta a derecho la resolución apelada?

2) En caso afirmativo: ¿corresponde ordenar el archivo de las actuaciones?
V O T A C I Ó N
A la primera cuestión el juez Jorge Augusto Saulquin dijo:

1.- El recurso de apelación es admisible, en tanto fue interpuesto contra una resolución que resuelve una resolución que rechaza in limine la acción, en escrito fundado, y dentro del plazo previsto (arts. 16 y 17 Ley Nº 13.928 y fs. 62 y 69).  

2.-  Sin embargo, adelanto mi opinión en sentido desfavorable a la procedencia del recurso, debiendo –a mi juicio-  confirmarse el rechazo in limine dispuesto por el a quo. 

En efecto, el artículo 20 inciso 2º de la Constitución Provincial establece, en lo pertinente, que el amparo procederá siempre que no pudieren utilizarse por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable. Por su parte, el artículo 43 de la Constitución Nacional prevé –en lo que aquí interesa- que toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo.

Asimismo, si bien es cierto que la ley de amparo debe ser interpretada a la luz de las reformas constitucionales efectuadas tanto en el ámbito local como en el nacional, entiendo que en la especie existe un remedio ordinario a efectos de procurar el restablecimiento del derecho que el apelante considera vulnerado y que no se advierte su insuficiencia a tales fines (esta Cámara en las causas nº 149/05 “Lion Rodolfo c/Municipalidad de Vicente López –Tribunal de Faltas-s/amparo” del 19/4/05; nº 153/05 “Carlos Marrone y Asociados S.A. c/ Municipio Bonaerense de Escobar s/ amparo” del 2/6/05; nº 109/05, “Solorzano Jorgelina Raquel c/ Municipalidad de Hurlingham s/ acción de amparo” del 8/9/05 y nº 788/06, “Seguin Dominique (Colegio Babar) c/ Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo de la Pcia. de Bs. As. (subsecretaría) s/ acción de amparo” del 11/10/06, entre muchas otras). En este sentido, es dable advertir que el accionante puede obtener la protección cautelar de los derechos que se reputan lesionados –de darse los supuestos de admisibilidad-, mediante los cauces procesales ordinarios y a través de medidas cautelares (arts. 22 y 77 de la ley 12008 –texto según ley 13101; 230 y concs. del CPCC).

3.-  Considero que, de acuerdo a la índole de la cuestión aquí planteada, la dilucidación del planteo del amparista, requiere mayor amplitud de debate y prueba que el que razonablemente puede tener cabida en el estrecho marco cognoscitivo de la acción intentada (CCASM causa Nº 1635/09, caratulada "Ravaioli Carlos Alberto C/ Provincia De Bs. As. –Ministerio De Economía S/Amparo" del 21/4/09).

En mérito de lo expuesto, entiendo que corresponde no hacer lugar al recurso de apelación y confirmar la sentencia de grado en cuanto rechazó in limine la acción de amparo por existir otras vías ordinarias más idóneas, sin imposición de costas de esta alzada atento la ausencia de sustanciación. 

En atención al limitado alcance con el que se confirma la sentencia de grado resulta inoficioso pronunciase respecto de los agravios referidos a la existencia de arbitrariedad manifiesta y agotamiento de la vía.

Voto por la AFIRMATIVA.

Los jueces Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri votaron en igual sentido y por los mismos fundamentos. 

A la segunda cuestión el juez Jorge Augusto Saulquin dijo:
Entiendo, en cambio, que no debe procederse al archivo del presente juicio, debiendo ser remitidas las actuaciones al Juzgado de 1º Instancia en lo Contencioso Administrativo de San Isidro, para que entienda en la presente causa. 


Desde mi punto de vista, si bien este proceso no puede continuar bajo la tipología escogida por el accionante por las razones expuestas anteriormente, entiendo que corresponde que el mismo sea reconducido de conformidad a la ley 12.008 y a tales efectos se lo remita al referido juzgado, en donde se deberá intimar al actor para que readecue la presente demanda a la pretensión procesal que juzgue pertinente entre las admitidas en aquel Código ritual, o en el CPCC por remisión del art. 77 del CCA, y a peticionar las medidas cautelares que crea pertinentes en el marco normativo y con cumplimiento de los recaudos de admisibilidad que correspondan (cfrm. CCASM en causa Nº 1112/07, caratulada "Acción de amparo Víctor Rodríguez c/ Ministerio de Educación Provincia de Buenos Aires” del 2/10/07; causa Nº 1098, caratulada "Asociación de Beneficencia Dotal San Jor c/ Ministerio de Seguridad Pcia. Bs. As. y otro/a s/ amparo, del 21/09/07, causa Nº 1360-SI, caratulada "Monteros Cecilia del Valle y Otros c/Melthis y Otros s/amparo", del 3/07/08;  causa Nº 1635/09, caratulada "Ravaioli Carlos Alberto C/ Provincia De Bs. As. –Ministerio De Economía S/Amparo" del 21/4/09;  Nº 1717-SM, "Sorrentino Domingo Vicente c/ Arba Agencia Recaud. de la Prov. de Bs. As. S/ Amparo" del 23-VI-09).

Cabe señalar, en sustento de lo expuesto, que la Suprema Corte de la Provincia en la causa “Consorcio de Gestión del Puerto de Buenos Aires v. Pentamar S.A.” del 23-X-2002 en el que la medida cautelar “autosatisfactiva” peticionada por la actora fue reencauzada de oficio como proceso de tutela urgente en los términos del art. 496 del C.P.C.C. Además, cobran relevancia los principios de tutela judicial efectiva y acceso a la justicia consagrados en el art. 15 de la Constitución Provincial en resguardo de la tutela judicial efectiva (art. 15 CP).

Voto por la NEGATIVA.

Los jueces Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri votaron en igual sentido y por los mismos fundamentos. 

Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente 

             S E N T E N C I A 

En virtud del resultado del acuerdo que antecede, el tribunal RESUELVE:  1º) rechazar el recurso de apelación y confirmar la resolución de fs. 55/60 en cuanto rechazó in limine la acción de amparo por existir otras vías ordinarias más idóneas;  2º)  no imponer costas por las tareas de esta alzada atento la ausencia de sustanciación;  3º)  no proceder al archivo del presente proceso, debiendo remitirse las actuaciones al Juzgado de 1º Instancia en lo Contencioso Administrativo de San Isidro para que, previa comunicación a la Receptoría General de Expedientes de San Isidro (ac. 3397), entienda en la presente causa, intimando al actor para que readecue la demanda a la pretensión procesal que juzgue pertinente entre las admitidas en CCA o en el CPCC;  4º) diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 del decreto-ley 8904/77).  Regístrese, notifíquese a la actora.  Oportunamente, remítase al Juzgado de 1º Instancia en lo Contencioso Administrativo de San Isidro.

HUGO JORGE ECHARRI

ANA MARIA BEZZI

                           JORGE AUGUSTO SAULQUIN




   ANTE MÍ



   LUCIANO MARCHETTI

                Secretario
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